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“Consecuente con lo anterior, se tutelarán los derechos fundamentales al debido proceso, petición y a definir su situación militar del joven José Rodrigo Quintero Ramírez y en tal sentido, se ordenará a los Comandantes de la Zona 8ª  de Reclutamiento de la ciudad de Armenia, Quindío y del Distrito Militar No.22 de Pereira, Risaralda, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, definan la situación militar del joven José Rodrigo Quintero Ramírez, de acuerdo a las funciones y competencias que corresponden a dichas entidades”
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  trece (13) de septiembre de dos mil dieciséis (2016) 

Proyecto aprobado por Acta No.820
Hora: 9:45 a.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Se decide la acción de tutela presentada por el señor José Rodrigo Quintero Ramírez, en contra del Ejercito Nacional-Comandante de Zona 8 de Reclutamiento-Armenia, coadyuvado por la Defensoría del pueblo, mediante la cual pretende el amparo de su derechos fundamentales al debido proceso, a  la información, al trabajo y vida digna.
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
2.1. Indicó el joven José Rodrigo Quintero Ramírez que estuvo vinculado al Ejército Nacional, en calidad de soldado regular y en el año 2014 adquirió el status de desacuartelado por órdenes del Comando del Grupo de Seguridad y Defensa de Bases No. 6, lo cual fue informado mediante comunicación 2104470057123 del 19 de junio de 2014 para efectos de definir su situación militar a la Zona de Reclutamiento No. 8.

Señaló el actor que de acuerdo con el artículo 140 de la Ley 1448 de 2011, una de las garantías que otorga el Estado es el adquirir la libreta militar y máxime si es por orden de desacuartelamiento, por lo que permanentemente ha solicitado la entrega de dicho documento  al Comando de la Zona 8 de Reclutamiento de Armenia, sin que  a la fecha haya  obtenido respuesta alguna.

Por lo anterior, consideró que el Ejército Nacional ha vulnerado los derechos fundamentales a  la información, al trabajo, a la definición de su situación militar, trato digno y atención prioritaria por ser parte de una población vulnerable; en consecuencia, solicitó que se amparen los mencionadas prerrogativas constitucional y en tal virtud,  se ordene a los demandados que en un  término improrrogable de 48 horas, se disponga la definición de su situación del servicio militar y la entrega de la libreta militar.
Adjuntó copia de la comunicación del 19 de junio de 2014, orden de desacuertelamiento de soldados, cédula de ciudadanía de actor y del carné de Defensor Público a nombre del abogado Carlos Arturo Giraldo Jaramillo (folios 4-9). 
2.2. Mediante auto del 31 de agosto de 2016 se avocó el conocimiento de la demanda de tutela y se ordenó correr traslado de la misma a los Comandantes de la Zona 8 de Reclutamiento de Armenia, Quindío y del Distrito Militar No.22 de Pereira, y se vinculó al Ministerio de Defensa Nacional y a la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional (folio 12).
2.3. Ninguna de las entidades demandadas y vinculadas se pronunciaron con respecto a la acción de tutela, pese a haber sido notificadas del auto admisorio de la misma, según se desprende del acta suscrita por la Secretaria de esta Sala (folio 13) y de la copia de los correos electrónicos enviados en tal sentido (Fls. 14-20)
3. CONSIDERACIONES DE LA SALA

3.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000

3.2. Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron los derechos fundamentales a  la información, al trabajo, a la definición de su situación militar, trato digno y atención prioritaria por ser parte de una población vulnerable al joven José Rodrigo Quintero Ramírez, de tal manera, que amerite la intervención del juez constitucional.

3.3. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

3.4. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

3.4.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

3.4.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
 
3.5. DEL CASO EN CONCRETO

3.5.1. De conformidad con lo expuesto por el joven José Rodrigo Quintero Ramírez y de las pruebas allegadas con la demanda de tutela, se advierte que la Fuerza Área Colombiana mediante el Anexo No.26 del 01-07-2014 expidió la orden administrativa de desacuartelamiento de personal, en la que aparece relacionado el accionante “por código 2203” (Fls. 5-7) y en tal sentido, el Comandante Grupo de Seguridad y Defensas de Bases No.6 dirigió al teniente coronel Rodrigo Jaramillo Ramírez, Comandante de la Zona 8 Reclutamiento de Armenia, Quindío, la comunicación No.2014470057123 del 19 de junio de 2014 en la que informa la situación de desacuartelamiento por código 2203 antes aludida y en la que igualmente se consignó “se le informa que después de 30 días hábiles pueden acercarse para definir su situación militar a la Zona de Reclutamiento No.8”  (folio 4).
3.5.2.  Existe constancia de la Auxiliar de Magistrado que da cuenta sobre la conversación telefónica que la misma sostuvo con el joven José Rodrigo Quintero Ramírez, quien señaló que fue su voluntad vincularse al Ejército Nacional en mayo del año 2014; sin embargo, luego de 40 días de estar prestando el servicio militar en Tres Esquinas, Caquetá, fue notificado de la decisión de desacuartelamiento “por código 2203”, el que según el actor no tiene conocimiento cuál es la causal.  Igualmente, el joven Quintero Ramírez manifestó que ha ido aproximadamente en quince oportunidades a la Zona No.8 de Reclutamiento de la ciudad de Armenia, Quindío, con el fin de que le definan su situación militar y le hagan entrega del documento castrense, al que considera tiene derecho y para ello dejaba en la recepción copia de su cédula y de los documentos que ahora aporta con la demanda de tutela.  Sin embargo, las respuestas que recibió del personal militar que lo atendía era que debía esperar porque el trámite requerido era muy demorado y lo último que le indicaron, para que no siguiera viajando desde Pereira, era debía presentarse a las instalaciones del Distrito Militar No.22 de esta ciudad donde le darían la información pertinente, dependencia a la cual ha dirigido para solicitar de manera verbal la expedición de su libreta militar donde al parecer un “soldado Gómez” le dijo que en el sistema “aparece como incorporado”, lo que considera el accionante una vulneración a sus derechos fundamentales pues a la fecha ninguna de las dependencias mencionadas le han resuelto su requerimiento  (folio 21).
3.5.3. De acuerdo con las manifestaciones del accionante y ante la ausencia de respuesta a la acción de tutela por parte de las autoridades demandadas, la Sala presume ciertas las declaraciones del joven José Rodrigo Quintero Ramírez; en tal virtud,  se tendrán por ciertos los hechos expuestos en la presente demanda de tutela con fundamento en lo dispuesto en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, que indica lo siguiente:

“Artículo 20. Presunción de veracidad. Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.”
3.5.4. Así las cosas, este Tribunal estima que el joven Quintero Ramírez actuó de buena fe y no existe justificación del personal tanto de la Zona 8 de Reclutamiento de Armenia como del DIM No.22 de Pereira para que  sin explicación legal, mantengan al accionante con la expectativa de definir su situación militar cuando existe un acto administrativo que lo desvinculó del Ejército desde el año 2014, lo que conlleva a una continua vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso, petición y a obtener su libreta militar.  De tal manera, que la Sala da credibilidad a las manifestaciones del accionante, las que no encuentra amañadas ni acomodadas, si se tiene en cuenta que el actor está en situación de inferioridad frente a las entidades demandadas, de las que se tiene conocimiento por esta instancia en sede de tutela, han sometido  a otros jóvenes en circunstancias similares a la del actor a atropellos y arbitrariedades mediante negativas recurrentes o ausencia de información con respecto a sus solicitudes.
3.5.5.  Por lo tanto, en  este caso en particular se hace necesaria la intervención de juez de tutela en procura de garantizar el respeto de las garantías fundamentales invocadas por el accionante de quien se reitera, está en estado de indefensión y vulnerabilidad frente a la  deficiencia del sistema militar.  Sobre este particular esta Sala ha tenido en cuenta en otras providencias
 lo dispuesto en la Sentencia del 09-10-09 del H. Consejo de Estado, radicación 25000-23-15-000-200900846-01, se dijo:

“[…] Por regla general el actor está llamado a probar los presupuestos de hecho de su demanda, sin embargo no es desconocido que en sede de tutela, por la importancia de los asuntos que en esta acción se debaten, el Juez puede bajo ciertas condiciones presumir la veracidad a las afirmaciones del libelo, invirtiendo así la carga de la prueba, y aún más en aplicación del principio de iura novit curia, está facultado para amparar derechos fundamentales que no hayan sido expresamente alegados por los accionantes, cuando en el caso concreto se observe su violación. Lo anterior cobra mayor sustento si el Juez constitucional en el asunto puesto a su consideración, observa que el demandante por su condición de inferioridad, indefensión o vulnerabilidad frente al accionado, está en imposibilidad fáctica o jurídica de aportar pruebas para despejar dudas sobre la violación alegada. Así las cosas, en el presente caso observa la Sala que el actor se encuentra en una situación de indefensión frente a la entidad accionada por cuanto: i) no tiene otro medio de defensa contra sus actuaciones, ii) depende de ella para la obtención del documento castrense iii) no tiene trabajo ni ingresos para derivar su sustento y la falta de dicho documento le imposibilita aún más acceder al mismo, iv) sufre una grave condición médica plenamente acreditada con la historia clínica que obra en el expediente, que dio lugar a que la Institución demandada lo declara “no apto” para prestar el servicio  militar.[…]”   (Subrayas nuestras)

3.5.6.   Consecuente con lo anterior, se tutelarán los derechos fundamentales al debido proceso, petición y a definir su situación militar del joven José Rodrigo Quintero Ramírez y en tal sentido, se ordenará a los Comandantes de la Zona 8ª  de Reclutamiento de la ciudad de Armenia, Quindío y del Distrito Militar No.22 de Pereira, Risaralda, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, definan la situación militar del joven José Rodrigo Quintero Ramírez, de acuerdo a las funciones y competencias que corresponden a dichas entidades.

DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al debido proceso, petición y a definir su situación militar del joven José Rodrigo Quintero Ramírez. 
SEGUNDO: ORDENAR a los Comandantes de la Zona 8ª  de Reclutamiento de la ciudad de Armenia, Quindío y del Distrito Militar No.22 de Pereira, Risaralda, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, definan la situación militar del joven José Rodrigo Quintero Ramírez, de acuerdo a las funciones y competencias que corresponden a dichas entidades.

TERCERO: DESVINCULAR del presente trámite al Ministerio de Defensa Nacional y a la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional.

CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Tutela radicado al No.66001220400020130017000 M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque
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